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Resumen 
 
 
Durante los últimos años, el derecho penal se ha convertido en el principal 
instrumento para prevenir los delitos contra la seguridad vial. Esta expansión 
del derecho punitivo ha venido acompañado de un decrecimiento de las tasas 
delictivas de estos delitos, reducción, que para el legislador ha significado el 
poder afirmar que la utilización de la pena como instrumento preventivo es una 
medida eficaz, sin embargo, esta afirmación dista mucho de la realidad. En la 
presente investigación se pretende poner en duda la eficacia del derecho penal 
como herramienta preventiva, así como analizar si existen otras medidas 
alejadas de la expansión de la pena, que puedan ejercer la misma función 
disuasoria o incluso mejorarla.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Palabras clave: Criminología, Prevención general negativa, Seguridad Vial, 
Derecho penal, Disuasión, Programas formativos, TBC, Sensibilización, Multa.  
 
 
 
 
Sumario 
  
1. Introducción........................................................................................................ 1 
2. Contextualización socio-criminológica de la seguridad vial ............................... 3 
2.1 Algunos datos estadísticos .............................................................................. 3 
2.2 ¿Qué opinión le merecen a la sociedad los delitos contra la seguridad vial? . 6 
3. El derecho penal como prima ratio en la lucha contra la delincuencia vial ........ 8 
3.1 A modo de introducción ................................................................................... 8 
3.2 El código penal como elemento disuasorio ................................................... 10 
3.3 Eficacia preventiva de la pena de prisión ...................................................... 13 
4. Alternativas criminológicas al derecho penal ¿Es posible otra manera de        
prevenir? ................................................................................................................. 16 
5. Otros métodos para combatir los delitos contra el tránsito .............................. 21 
5.1 Posibles medidas en materia de conducciones por velocidad excesiva ....... 21 
5.2 Posibles medidas en materia de alcoholemias ............................................. 21 
6. Estudio de campo. Eficacia del derecho penal y otras formas de prevención . 23 
6.1 Planteamiento................................................................................................ 23 
6.2 Resultados..................................................................................................... 24 
6.3 Discusión y conclusiones .............................................................................. 33 
7. Bibliografía ....................................................................................................... 38 
8. Anexos ............................................................................................................. 42 
 
 
 
 
 
 
 
 1 
 
 
1. Introducción 
 
Los delitos en materia de seguridad vial y más en concreto aquellos 
relacionados con el alcohol o la velocidad han adquirido en los últimos años un 
gran relevancia social. Casos como el de Farruquito o el de Ortega Cano han 
hecho creer a la sociedad que es necesario un aumento de las penas de 
prisión para prevenir estos tipos delictivos. Esta idea, ha llevado al legislador a 
situar al derecho penal como el principal instrumento preventivo, hecho, que ha 
comportado que se dejen de lado otras medidas menos lesivas que podrían 
ejercer la misma función preventiva o incluso mejorarla.  
Desde hace 6 años y debido a algunas experiencias negativas relacionadas 
con la seguridad vial, tenía muy claro que mi carrera académica debía 
desarrollarse en este ámbito.  Cuando hace 4 años me adentré en los estudios 
de criminología, mi relación con la seguridad vial era escasa y consideraba, 
como la mayoría de la sociedad, que este tipo de delincuencia sólo se podía 
reducir a partir del aumento de las penas de prisión. Sin embargo, gracias a 
diferentes profesores e investigadores he podido comprobar que la idea que 
tenía era totalmente errónea y que contrariamente a lo que pensaba, las penas 
de prisión no son un instrumento eficaz para la prevención. Este cambio de 
visión me hizo darme cuenta de que quizás la sociedad no tenga los medios 
suficientes para comprender que las penas no son efectivas para prevenir, por 
lo que creo que es necesario revisar la temática y elaborar nuevos estudios que 
puedan llegar con más facilidad a la población. Ello y mis ganas por mejorar la 
prevención en este ámbito, han motivado la elección de este tema como trabajo 
de final de grado.   
Se sobreentiende entonces que el objetivo principal de las siguientes líneas es 
intentar demostrar al lector la poca influencia preventiva de las penas de prisión 
y las alternativas existentes en materia de prevención vial. Quiero destacar, 
que también me propongo  hacer una revisión científica de aquellos estudios 
que han tratado la cuestión en España, ya que así, podré comprender si la 
prevención vial es un tema que preocupa a los investigadores de este país o si 
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por lo contrario, es un ámbito donde la criminología, y más en concreto la 
criminología vial, puede generar conocimientos en los próximos años.    
Para conseguir todo lo anteriormente mencionado, la investigación se divide en 
dos grandes partes. Una de corte teórico, en que se aborda la revisión del 
tratamiento de la cuestión objeto de la investigación hasta la actualidad. Y otra 
más práctica en que elaboro un estudio de campo con el que pretendo 
corroborar o desmentir todo lo expuesto en la parte teórica y proponer nuevos 
instrumentos preventivos alternativos al derecho punitivo.  
Ciertamente, en la primera parte me adentro en el mundo de la seguridad vial 
contextualizando los tipos penales a examen, revisando las estadísticas y 
analizando estudios sobre la percepción social en materia de seguridad vial. Se 
trata de enfatizar la expansión del Derecho penal vial y su eficacia en la 
prevención de tales comportamientos. Partiendo de la premisa que la 
legislación penal no puede erigirse en prima ratio, examino a continuación los 
mecanismos alternativos encaminados a garantizar la prevención evitando así 
la criminalización.   
Dada mi condición de futuro criminólogo, dedico la parte final del presente 
trabajo al análisis de una encuesta realizada a 50 personas a fin de determinar 
en qué medida la pena de prisión es un instrumento eficaz en la prevención de  
la delincuencia vial. Así mismo, trato de calibrar hasta qué punto la sociedad 
estima que existen alternativas que igualen o superen en términos preventivos 
la función actualmente cumplida por el Derecho penal.  
En la realización del trabajo, se ha optado por una metodología basada en la 
lectura y análisis de diferentes artículos y libros sobre la materia a los que he 
accedido con la ayuda de buscadores tales como SCOPUS, el CRAI y la base 
de bibliografía conocida como DIALNET desarrollada por la Universidad de la 
Rioja. Para elaborar la segunda parte, la metodología ha adquirido una 
orientación más cuantitativa, ya que, a partir de una encuesta cerrada, se ha 
podido extraer y tratar toda aquella información necesaria para la confección de 
dicha parte.  
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2. Contextualización socio-criminológica de la seguridad vial 
 
2.1 Algunos datos estadísticos 
 
Antes de centrarnos en el tema que aborda el presente trabajo, es preciso 
entender  el contexto cultural en el que se enmarcan los delitos contra la 
seguridad vial.  Para ello, y como punto de partida, es interesante exponer de 
manera muy general algunos datos que nos aclaren la importancia de los 
delitos contra el tráfico, ya que si estos no existieran, o se dieran en contadas 
ocasiones, el presente trabajo carecería de sentido. 
Para entender la realidad estadística de este tipo de delincuencia hay que 
comprender primero cuales son los delitos que un conductor puede realizar 
cuando está conduciendo.  Hay que destacar, que existen diferentes conductas 
penadas, pero en el presente trabajo solo se abarcarán los delitos por 
velocidad excesiva y los delitos por conducción bajo influencia de alcohol y/o 
drogas ya que la literatura y los estudios estadísticos nos demuestran que 
estos son los más problemáticos.  
El primer grupo delictivo hace referencia a los  delitos de conducción por 
velocidad excesiva tipificados en el artículo 379.1 del código penal de 1995. El 
tipo delictivo se produce cuando un conductor conduce un vehículo de motor o 
un ciclomotor a velocidad superior a la permitida reglamentariamente en 
sesenta por hora en vía urbana o en ochenta kilómetros por hora en vía 
interurbana (Código Penal, 1995).  
En el segundo grupo se enmarcan aquellos delitos por conducción bajo 
influencia de alcohol y/o drogas, estos, están tipificados en el artículo 379.2 del 
CP donde se castiga a los conductores que condujeren un vehículo de motor o 
ciclomotor bajo la influencia de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas o de bebidas alcohólicas y que superen una tasa de alcohol en 
aire espirado superior a 0,60 miligramos por litro o  una tasa de alcohol en 
sangre superior a 1,2 gramos por litro (Código Penal, 1995).  
Una vez entendido los dos grupos delictivos que se tratarán en la investigación, 
nos podemos centrar en analizar en qué medida se producen, para ello, se ha 
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examinado el anuario estadístico de accidentes de tráfico producidos en 
Catalunya en 2012. 
En referencia a los delitos por velocidad excesiva, se puede extrapolar a partir 
de la gráfica 1, que la tendencia delictiva está en decrecimiento desde el año 
2005. El lugar donde más se producen este tipo de delitos es en las autopistas, 
no obstante, la reducción de los excesos de velocidad desde 2005 hasta 2012 
ha sido realmente importante reduciéndose el número de vehículos infractores 
de un 64% a un 42%.  En carreteras y autovías, el número de delitos es menor, 
sin embargo, también los delitos en estos dos tipos de vías han experimentado 
un decrecimiento ya que del año 2005 al año 2012, se han reducido  de un 
16.97% a un 9.51% en el primer caso y de un 8.44% a un 1.83% en el segundo 
caso. 
 
Gráfica 1 (SERVEI  CATALÁ DE TRÁNSIT, 2012) 
 
Algo similar ocurre en los delitos del segundo grupo ya que tal y como 
podemos contemplar en la gráfica 2, las personas que dieron positivo por 
conducción bajo influencia de alcohol en controles en accidentes con muertes 
disminuyó de un 37.1% en 2005 hasta un 29% en 2012, bien es verdad que 
como muestra la estadística las variaciones son constantes, sin embargo, la 
línea general es decreciente. Ocurre lo mismo en los controles en accidentes y 
en los controles aleatorios, estos últimos, que son los realmente importantes 
porque  son realizados al azar, han disminuido de un 2,3% en 2007 hasta  
llegar a  un 1.06% en 2012. 
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Gráfica 2 (SERVEI  CATALÁ DE TRÁNSIT, 2012) 
 
Dentro de este grupo es interesante comprender que substancias son las que 
más se consumen y llegan a convertir al conductor en infractor ya que ello 
ayudará, más tarde, a proponer alternativas eficaces. En un primer lugar 
encontramos  el alcohol, seguido de las drogas y de los psicofármacos. 
Destaca por encima de todo que tanto el alcohol como las drogas están en 
línea  decreciente mientras que los psicofármacos son la única substancia que 
se ha incrementado un 6% del año 2005 hasta el año 2012.   
 
Gráfica 3 (SERVEI  CATALÁ DE TRÁNSIT, 2012) 
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A partir de este análisis tan esquemático (hay que recordar que este apartado 
es sólo para contextualizar la situación en la que se encuentra Cataluña en 
materia de delitos viales) se puede concluir que tanto los delitos por exceso de 
velocidad como los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol y/o 
drogas están en decrecimiento, por lo que en un primer momento, debemos 
plantearnos si la expansión del derecho penal es el instrumento que los reduce 
o si por lo contrario, es sólo un instrumento de presión que sirve únicamente 
para ganar votos y crear en la sociedad una falsa seguridad.  
 
2.2 ¿Qué opinión le merecen a la sociedad los delitos contra la seguridad 
vial? 
 
Como hemos visto, los delitos contra la seguridad vial están en la actualidad en 
pleno decrecimiento, sin embargo, nos encontramos con que la percepción 
social es muy diferente a esta realidad, en este sentido se orienta el siguiente 
apartado ya que pretende hacer entender cuál es la opinión de la sociedad 
sobre este tipo de delitos y si es la propia gente la que, con su preocupación, 
puede llevar a hacer creer a legisladores y políticos que se deben aumentar las 
penas para combatir esta problemática.  
Para analizar dichas opiniones me remitiré a la última encuesta del CIS 
realizada a 2475 personas en Septiembre de 2013, ya que es la fuente de 
información más reciente y completa. 
En primer lugar, hay que destacar que desde el año 2003, la percepción de los 
accidentes de tráfico como preocupación ciudadana ha disminuido. En el año 
2006 y corroborado a través de un estudio de la DGT, la seguridad vial era la 
segunda preocupación de los españoles, sin embargo, actualmente vemos 
como esta se encuentra fuera de los 10 primeros lugares (CIS, 2013). En parte, 
pienso que ello puede ser atribuido a la gran crisis económica que se está 
produciendo en los últimos años, pues esta hace que la sociedad esté más 
preocupada por cuestiones económicas tal y como se refleja en la misma 
encuesta. 
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Hay que destacar, que la sociedad considera que el consumo de alcohol y/o 
drogas en la conducción, juntamente con las distracciones al volante, son los 
factores más influyentes en los accidentes de tráfico. En este sentido, el 
análisis nos permite afirmar que para la sociedad, los responsables de evitar 
dichos accidentes deberían ser los propios conductores (61.5%) seguidos por 
una combinación entre conductores y autoridades correspondientes (28%) 
dejando en último lugar a  las autoridades (7%).  
En materia de seguridad y haciendo referencia a los excesos de velocidad en la 
ciudad, un 8.6% de los entrevistados cree que las personas se exceden 
siempre en sus conducciones, un 47.7% que se exceden muchas veces, un 
31.1% algunas veces, un 8% pocas i un 1.3% nunca. En este caso, vemos 
como la mayoría social considera que los delitos por excesos de velocidad se 
producen en muchas ocasiones por lo que son conscientes de la existencia 
habitual de dicho tipo delictivo.  
Otro aspecto a destacar es la opinión sobre la conducción bajo la ingesta de 
alcohol, la propia sociedad  considera que un 4.6%  de los conductores 
conducen siempre después de haber consumido alcohol, que un 41.3% 
conducen muchas veces después de haber bebido, que un  37. 5% lo hace 
algunas veces, que un 8.8% lo hace pocas veces y que sólo un 1.9% no lo 
hace nunca, este caso es especialmente relevante ya que casi un 80% de la 
población considera que conducimos después de haber consumido alcohol, 
hecho que, como ya se ha visto, propicia un gran número de delitos viales.  
En otros términos, se considera que los comportamientos más peligrosos en 
materia vial son llevar a los niños sin la silla protectora  o sin el cinturón de 
seguridad, no llevar casco, ir sin cinturón, conducir hablando por teléfono y 
conducir después de haber tomado un par de cervezas, por lo contrario, 
encontramos que los comportamientos  considerados como menos peligrosos 
son conducir en autovía a una velocidad de entre 120 y 130 km/hora y conducir 
en vía urbana a una velocidad de entre 50 y 60 km/hora. 
En referencia al ámbito de la prevención, la sociedad considera que las 
mejores medidas para prevenir accidentes y delitos viales son  la presencia 
policial (29.3%), la educación vial y la mejora de las vías (12.9%) y la 
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incorporación de las nuevas tecnologías en el vehículo para ayudar a la  
conducción (por ejemplo, sistemas automáticos de reducción de velocidad) 
(10.2%). Es destacable que no había en esta pregunta ninguna referencia al 
uso de la prisión como instrumento preventivo, no obstante, ello nos permite 
afirmar que existe  ya una creencia social de que a partir de medidas 
alternativas a la prisión es posible reducir este tipo de delitos.  
Un estudio de la DGT (2011) basado en la población conductora nos muestra 
otras alternativas que, según los ciudadanos, podrían ser eficientes para 
prevenir estos delitos, medidas como introducir en el coche mecanismos para 
que le impida ponerse en marcha si el conductor ha bebido, la mejora de las 
campañas de comunicación y la señalización de los puntos negros podrían 
tener una gran utilidad preventiva.  
Se puede concluir entonces, que la sociedad es consciente de la existencia de 
conductores que circulan por las carreteras y que infringen la ley, sin embargo, 
podemos ir avanzando que si la prevención penal sirviese, seguramente dicha 
percepción de estos delitos no sería tan elevada, y la sociedad opinaría que los 
ciudadanos no cometen tanto estos tipos delictivo porque hay elementos de 
prevención adecuados, no obstante, dicho tema será tratado en el siguiente 
capítulo.   
 
3. El derecho penal como prima ratio en la lucha contra la delincuencia vial 
 
3.1 A modo de introducción 
 
Hasta ahora, se ha podido comprobar que los delitos contra la seguridad vial 
están estadísticamente en decrecimiento mientras que por lo contrario, la 
sociedad considera que estos se dan de manera muy frecuente, este hecho 
nos puede hacer pensar que las medidas preventivas no son realmente 
eficaces ya que si lo fuesen, seguramente esta disyuntiva no sería tal. Para 
poder desarrollar esta cuestión, es necesario entender algunos conceptos 
elementales sobre los delitos de tráfico y la criminología.  
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Según la  OMS,  la seguridad vial se define como un problema social que 
provoca, en el peor de los casos, la pérdida de vidas humanas y que se ha 
convertido en el siglo XXI en uno de los problemas de salud más importantes. 
Muchos son los autores que se han aventurado en definir la seguridad vial,  no 
obstante, destaca la definición realizada por CARRERAS (2012:1 y ss.) por su 
vertiente criminológica. Este autor, define la seguridad vial como aquella/s 
conducta/s delictiva/s que realiza una persona que participa en el tráfico viario. 
El mismo autor destaca también la importancia de entender que todos 
podemos ser víctimas y victimarios de este tipo de delitos ya que debido a 
nuestras necesidades sociales, cada día circulamos por las vías públicas que 
son los lugares donde se cometen dichos delitos (CARRERAS, 2012:1 y ss.). 
Es importante comprender que la mayoría de los accidentes, entre el 71% y el 
93%, tienen como causa determinante el factor humano (GARRIDO, 2005:35). 
Tanto es así, que elementos como la velocidad excesiva, la conducción bajo 
efectos del alcohol y/o drogas y las conducciones temerarias son los 
principales factores de la mayoría de accidentes e infracciones delictivas 
(HILTERMAN/TRASOVARES, 2010:12).  
En los últimos 20 años, los accidentes de tráfico han generado, y aún generan, 
una gran problemática tanto a nivel de lesiones y muertes como en otros 
sectores como el económico, donde se calcula que el coste de estos puede 
alcanzar en un año los 16.000 millones de euros (LÓPEZ, 2005:40). No 
obstante, en los últimos tiempos este tipo de delitos se han reducido un 50%  
(PLA DE SEGURETAT VIÁRIA 2010; ANUARIO ESTADÍSITICO DE 
ACCIDENTES DE TRÁFICO EN CATALUÑA, 2012.) hecho que no asemeja, 
como se ha visto, con ese auge de preocupación cada día más visible y que se 
puede ver reflejado en el endurecimiento de la normativa vial o la creación de 
órganos penales como por ejemplo la fiscalía especial en materia de seguridad 
vial (CARRERAS, 2012:1 y ss.).  
Este endurecimiento de la normativa vial ha sido considerado por muchos 
autores como la solución a la creciente preocupación de la sociedad española 
ante este tipo de delitos, autores como DÍEZ RIPOLLÉS (2005:3) dirigen sus 
postulados en esta línea y aportan la idea de que las sociedades se han 
convertido en sociedades del riesgo caracterizadas por el miedo a nuevos 
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riesgos y al cambio de riesgos ya existentes, hecho que conlleva a la utilización 
del derecho penal como manera de prevenir y controlar el miedo social de la 
gente.   
No voy a entrar en este trabajo en el porqué de la expansión del derecho penal, 
pues no es el objetivo,  pero se debe entender como punto de partida que este 
se ha instaurado como el instrumento más utilizado para evitar que estos 
delitos ocurran.  
Esta idea de prevenir los delitos contra la seguridad vial a partir del derecho 
penal, ha propiciado que las personas que cometen estas infracciones estén 
consideradas como graves delincuentes o incluso como “terroristas viales” 
(GARCÍA, 2007:2), en este sentido, es necesario que podamos comprobar si 
esta prevención a partir de las leyes es eficaz o no, para ello, autores como 
CARRERAS (2012:1) destacan que los criminólogos y la criminología son una 
pieza clave a la vez que desaprovechada en la atención al delincuente vial, a 
las víctimas y a la propia prevención, pues estos son los más preparados para 
proponer nuevas alternativas a las penas de prisión.  
En la actualidad esas ideas han llegado ya a la sociedad española con la 
aparición de la criminología vial, esta, es considerada  una rama dentro de la 
criminología y es entendida como la ciencia que estudia los delitos contra la 
seguridad vial como fenómeno social e individual y que incluye el estudio de 
sus causas, la medición  de su extensión así como  su prevención 
(CARRERAS, 2014). Dentro de dicha ciencia se enmarca el siguiente trabajo, 
en el que me propongo en la medida de mis posibilidades, analizar el grado de 
eficacia del derecho penal en la prevención de la delincuencia vial y proponer 
medidas alternativas a las propiamente penales para combatir esta 
problemática de nuestro tiempo.  
 
3.2 El código penal como elemento disuasorio 
 
En los últimos tiempos  el derecho penal, y más en concreto el código penal,  
han sido utilizados y aún se utilizan como instrumentos preventivos para 
intentar reducir los delitos contra el tráfico. 
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La idea de utilizar estos instrumentos para prevenir dichos delitos se 
fundamenta en la teoría de la prevención general negativa y se aplica, porque 
se entiende que las sanciones duras y severas tienen un papel amenazante 
que hace que las personas se abstengan de cometer las infracciones viales por 
miedo a que se cumplan esas amenazas o sanciones (MIRÓ/BAUTISTA, 
2013:6). Es necesario recordar, que esta prevención general negativa tiene 
entre sus primeros defensores a Becaria, Feuerbach o Bentham y que llegó a 
su máxima expresión en el Antiguo Régimen, época también llamada la edad 
del “terror penal” debido a la dureza de las sanciones que se aplicaban 
(CASTRO, 2008:38). 
En la actualidad, esta idea se ha llevado hasta tal extremo que en las sucesivas 
reformas en materia vial se ha producido un aumento de la severidad de las 
penas, se han añadido penas alternativas acumulativamente y se han creado 
nuevos delitos (VARONA, 2008:3 y ss.). Ello, como argumentan autores como 
TAMARIT (2007:7 y ss.) no ha tenido como consecuencia una reducción del 
fenómeno, algo que ya se había pronosticado desde diversos sectores 
académicos y profesionales.  
Ese camino que ha tomado el legislador ha conllevado a que se pase “de una 
situación de habituación social a la siniestralidad viaria donde la intervención 
estatal penal era escasa” (BENLLOCH PETIT, 2004 citado en MIRÓ, 2009:6) a 
lo que se define actualmente como “una actitud decidida de combate, de lucha 
y de tolerancia cero” hacia esos delitos  (GARCÍA ALBERO, 2007 citado en 
MIRÓ, 2009:6). 
Además, hay que destacar que con la utilización de este instrumento, sólo se 
ha querido intervenir sobre la conducción de vehículos a motor, pero ello no es 
lo único que interviene en la alta siniestralidad vial, por lo que elementos como 
el estado de las vías y los vehículos pueden ser factores a tratar para poder 
prevenir esta delincuencia. (QUERALT, 2008:63 y ss.).  
Aunque la utilización de la pena como mecanismo preventivo se viene 
utilizando desde hace mucho tiempo, el momento de máxima expresión en el 
ámbito viario llegó con la LO 15/2007 por la que se modificó la LO 15/1995, de 
23 de noviembre, del Código penal en materia de seguridad vial. Según el 
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legislador, ello se debió a la necesidad de definir “con mayor rigor todos los 
delitos contra la seguridad del tráfico y los relacionados con la seguridad vial, 
evitando que determinadas conductas calificadas como de violencia vial 
pudieran quedar impunes” (MIRÓ, 2009:6). No obstante, muchos autores 
hablan de otros motivos más populares como la demanda social de una 
respuesta más severa y contundente contra estos delitos (CORCOY, 2013:10 y 
ss.; VARONA, 2008:8), la idea de que los jueces no eran personas confiables, 
por lo que se tenía que dotar de mayor seguridad jurídica a los aplicadores del 
derecho (VARONA, 2008:8) o porque el derecho penal sirvió para ocultar las 
responsabilidades de los poderes políticos ante el problema (GARCÍA, 2007:5). 
A grandes rasgos, la reforma se centró en castigar penalmente actividades que 
no existían como delito. Hasta el momento, la ingesta de alcohol por sí misma 
no podía dar lugar a una sanción penal, siendo necesaria la constatación de la 
influencia del mismo en la conducción. Algo similar sucedía con la conducción 
a velocidad excesiva cuya sanción ni siquiera era posible por un delito de 
peligro abstracto sino por medio de uno de peligro concreto, de tal modo que la 
exigencia de temeridad y de riesgo grave para la vida y la salud de las 
personas requería, para la punición de tales conductas por vía penal, la prueba 
de que algún otro conductor o peatón  había sido puesto en peligro por esa 
conducta (MIRÓ/ BAUTISTA, 2013:5 y ss.). Con la introducción de esta reforma 
todo cambia, se deja de lado la puesta en peligro de las personas y se actúa 
penalmente contra aquellos conductores que superan en sesenta por hora en 
vía urbana o en ochenta kilómetros por hora en vía interurbana la velocidad 
permitida reglamentariamente y también a aquellos que conducen con una 
ingesta de alcohol en aire espirado superior a 0,60 miligramos por litro o con 
una tasa de alcohol en sangre superior a 1,2 gramos por litro.  
Vemos entonces, como la utilización del derecho penal y más en concreto del 
código penal,  han servido para, según el legislador, prevenir los delitos contra 
la seguridad vial e intentar reducirlos. Deberíamos preguntarnos entonces si 
este tiene o no razón para utilizar el código penal en dicho sentido.  
Para responder a la anterior pregunta, hay que destacar que desde  la 
criminología clásica se advierte que en la prevención de los delitos intervienen 
tres variables básicas: la severidad, la celeridad y la certeza (MARQUÉS DE 
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BECARIA, 1794/2004). No obstante, no es la severidad el elemento 
fundamental, pues esta severidad no tiene sentido sin que la gente tenga 
certeza de que esas normas del código penal serán siempre aplicables 
(VARONA, 2008:3 y ss.; MIRÓ/BAUTISTA, 2013:8 y ss.). Ello, no se ha tenido 
en cuenta con la utilización del derecho penal por parte de los legisladores, ya 
que las políticas se han orientado al aumento de la severidad dejando de lado a 
los dos otros conceptos. Además, en la creación de las leyes penales no se ha 
consultado, casi nunca, a aquellos profesionales que realmente tienen el saber 
de dicha cuestión (TAMARIT, 2007:3 y ss.) hecho que contrasta con ideas 
como la que promulgaba la OMS en 1987 donde ya afirmaba que la falta de 
profesionales para favorecer la prevención de accidentes influye en la calidad 
de las medidas y de cómo estas son o no eficaces.    
Por ello, muchos son los autores que han puesto en cuestión la utilización del 
código penal como  principal instrumento para prevenir este tipo de delitos, por 
lo que surge la duda, de si su utilización como instrumento preventivo cumple o 
no su función.  
 
3.3 Eficacia preventiva de la pena de prisión 
 
Como se ha visto, el derecho penal es la principal herramienta con la que se 
pretende combatir los delitos contra la seguridad vial, por ello, es necesario 
comprobar si dicho instrumento es o no efectivo.  
Se entiende, que si el código penal actúa correctamente como elemento 
preventivo se producirá una reducción en los delitos viales. Como hemos 
podido ver en los primeros apartados de la presente investigación, esta 
tendencia reduccionista es evidente y ello nos podría hacer pensar que este 
instrumento es el más efectivo para la prevención de dicha delincuencia, sin 
embargo, hay autores que han considerado este argumento muy simplista ya 
que no se sabe si esta reducción se ha producido debido a una mejor 
conducción de la población o a otros factores de diversa naturaleza como el 
menor o mayor número de desplazamientos, el aumento de la seguridad en las 
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carreteras y/o en los vehículos o el inició de una gran crisis económica en 2008 
(MIRÓ/BAUTISTA, 2013:4 y ss.).  
Además, cabe recordar que desde el año 2000 se han introducido otras 
medidas preventivas alejadas del derecho penal, como por ejemplo la 
introducción del carnet por puntos o la mejora de las campañas de 
sensibilización, acciones, que para autores como MIRÓ/BAUTISTA (2013:4 y 
ss.) o TENA-SÁNCHEZ (2013:30 y ss.), han sido las responsables de la bajada 
de las tasas delictivas.  
Diferentes investigaciones han querido resolver la cuestión. MIRÓ/BAUTISTA 
(2013:42 y ss.) concluyen que en los delitos por exceso  de velocidad y en los 
delitos por conducción superando los límites de alcoholemia, la percepción de 
severidad de las sanciones está relacionada con una mayor frecuencia de 
incumplimiento y de probabilidad percibida de tener un accidente si se incumple 
la norma.  
En ese sentido, otras investigaciones nos muestran que ni para los delitos por 
exceso de velocidad ni para los de conducción bajo la influencia de alcohol y/o 
drogas, la entrada en vigor de la reforma del Código Penal tuvo efectos 
significativos sobre él % de positivos detectados (TENA-SÁNCHEZ, 2013:15) 
por lo que este aumento de las penas no cumplió con el efecto disuasorio 
deseado.  
Para que dichas normas sean preventivas, es importante que la sociedad sea 
consciente de ellas, sin embargo, pocos son los ciudadanos que conocen la 
mayoría de infracciones penales en materia vial, hecho que conlleva también 
que la capacidad disuasoria de la norma sea baja o nula (CASTRO, 2008). 
En este sentido concluyen su investigación TENA y JOSE-LEÓN (2012:86) 
quienes argumentan que el derecho penal no sirve como elemente disuasorio 
ya que, como muestran en su investigación, la ley no ha tenido efecto 
informativo ya sea porque no lo puede tener nunca o porque en este caso en 
concreto no se daban las condiciones necesarias  para que ello ocurriese. En 
este último aspecto se fundamenta su teoría ya que consideran que como esta 
política penal no ha introducido nuevos elementos de incertidumbre, porque 
todo el mundo sabe que realizar cierto tipo de conducciones es delito, ello ha 
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conllevado a que no se prestase atención a las nuevas normas penales, hecho 
que a su vez ha propiciado  que no influyan en la prevención de los delitos.  
Por todo ello no se puede afirmar que el código penal y sus reformas ayuden 
en la reducción de la delincuencia vial, aunque si es verdad que dicha 
severidad penal aparece más relacionada con el incumplimiento de los límites 
de velocidad que con los límites de alcoholemia (TENA-SÁNCHEZ, 2013). 
Si nos basamos en la opinión de los ciudadanos, podemos comprobar como la 
introducción de penas más severas tiene en un primer momento un impacto 
realmente importante mientras que pasado 7 o 8 meses, este impacto se 
reduce a la mitad (TENA-SÁNCHEZ, 2013). Por lo tanto, agravar las sanciones 
en el código penal pensando que con ello se disuade a los criminales no tiene 
sustento ya que no hay evidencias empíricas de ello (HERRERA, 2002:80). 
Además, es necesario recordar en relación a la idea de prevención general 
negativa, que muchos autores en materia penal se han mostrado escépticos 
sobre la efectividad real de la amenaza como medio de prevenir futuros delitos 
ya que en las decisiones de los delincuentes para cometer un delito, influyen 
diversos factores como la moral, lo ético, lo educativo, lo social, etc. (CASTRO, 
2008:47 y ss.). 
En este sentido, cabe destacar que en la investigación de MIRÓ/BAUTISTA 
(2013:15 y ss.) se asegura que otros factores como el comportamiento 
percibido de los demás y los valores de legitimidad y moral compartidos por los 
miembros de la sociedad, parecen relacionarse en mayor medida con el 
cumplimiento normativo, por lo que sería interesante plantearse nuevas 
alternativas a la prevención penal orientadas hacia esos factores. 
Además, es también necesario comprender que el factor con mayor poder 
disuasorio del incumplimiento no habría sido tanto la amenaza de mayores 
sanciones, sino el aumento de las posibilidades de que el incumpliendo sea 
descubierto (TENA-SÁNCHEZ, 2013:31). 
Con todo lo expuesto, puedo concluir que la prevención general negativa 
centrada puramente en el aumento de la severidad del castigo, es una política 
que quizás tranquiliza la conciencia de algunos ciudadanos y la de algunos 
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partidos políticos, pero el nivel de eficacia que esto pueda tener es muy dudoso 
o nulo (VARONA, 2008:4) por lo que sería necesario encontrar otras 
alternativas más eficaces para intentar resolver esta problemática.  
 
4. Alternativas criminológicas al derecho penal ¿Es posible otra manera de 
prevenir? 
 
Si como hemos visto, las medidas penales no son consideradas eficaces para 
eliminar y reducir los delitos contra el tráfico, debemos plantearnos si existen 
instrumentos alternativos que puedan serlo.  
Ya en 1987 la OMS consideraba esencial que para una buena prevención de 
estos delitos había que aplicar diferentes medidas de carácter social que 
debían ser apoyadas y complementadas por la participación del público, tanto a 
nivel local, como a nivel de nacional, es decir, se consideraba que para que 
una buena prevención fuese eficaz era necesario que las políticas estuviesen 
encaminadas hacia la población y que esta las comprendiera y viera la 
importancia de respetarlas. Medidas en ámbitos como el de la educación, el 
medio ambiente o la salud eran consideradas, ya en aquella época, 
fundamentales para crear la base de una buena prevención.  
Esta organización destacaba la importancia de fomentar la educación de los 
miembros de las comunidades porque consideraba que era un factor clave para 
hacer comprender a los ciudadanos el peligro que conllevan los delitos contra 
el tráfico. Además, también creían necesario formar a aquellos actores 
relacionados con la seguridad vial como por ejemplo los arquitectos, pues si 
estos realizaban trazadas adecuadas seguramente los delitos se podrían 
prevenir y reducir. 
Vemos entonces, que medias como la creación de grupos locales de 
prevención dentro de la comunidad para que realicen actividades para 
promover las políticas generales y de concienciación, la idea de mejorar la 
educación vial en la escuela y en la adolescencia, mejorar la capacitación de 
los conductores o la introducción de campañas de información pueden ser  
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medidas importantes en esta nueva manera de entender la prevención vial 
(OMS, 1987; MINGUELA, 2010:44 y ss.).  
Si nos remitimos a la literatura científica criminológica, diferentes teorías han 
sido las que han intentado explicar cuál es el mejor método de prevención.  En 
la actualidad, diversos autores han puesto ya de manifiesto la importancia de 
aplicar medidas de carácter motivacional para reducir estos delitos, ya que si 
se quiere que estas medidas sean eficaces, estas tienen que empujar a todos 
los actores a asumir menos riesgos. Con este idea siguen los postulados de los 
modelos cognitivo-emocionales que consideran que las creencias, expectativas 
y motivaciones que los sujetos tienen sobre los eventos futuros son 
determinantes en sus conducciones (REDONDO ET AL., 2006).   
Otra teoría criminológica que podría ser eficaz para disuadir a estos futuros 
delincuentes es la teoría del control social, muchas investigaciones como la de 
MIRÓ/BAUTISTA (2013:12 y ss.) nos recuerdan la importancia que tiene, en 
ciertos casos, un reproche social ante ciertas actividades ilícitas ya que ello 
puede disuadir más que una simple norma penal. 
Medidas como cursos de conducción segura, cursos de seguridad vial en el 
entorno laboral, campañas escolares, cambios en el carnet por puntos o los 
trabajos en beneficio de la comunidad podrían ser alternativas eficaces que 
servirían para mejorar la prevención actual (MINGUELA, 2010:44 y ss.; 
VARONA, 2008:8).  
Por lo contrario, hay que destacar también que para la sensibilización en 
materia de seguridad vial no parece importar el haber vivido un accidente de 
tráfico ni tampoco haber sido sancionado por alguno de estos delitos 
(CALLEJO ET AL. 2006:319; MIRÓ/ BAUTISTA, 2013:42; VALENTÍN, 
2011:76).  
VALENTÍN (2011:76), afirma que una buena prevención debe estar 
encaminada a favorecer intervenciones educativas que deben desarrollar en 
los sujetos, habilidades orientadas hacia los comportamientos no arriesgados.  
Como hemos visto, factores como la motivación, la moral o la concienciación 
son muy importantes para intentar prevenir la delincuencia vial. A continuación, 
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se explican 4 de las medidas más relevantes y enfocadas hacia un modelo de 
prevención motivacional y social que pueden ayudar, en parte, a reducir los 
delitos en materia de tráfico.  
 
Programas formativos 
Los programas formativos tienen el  objetivo de crear un cambio cultural con la 
intención, de favorecer una disminución constante de los niveles de accidentes 
con víctimas y rechazar socialmente el comportamiento de riesgo en el tráfico 
(HILTERMAN/MANCHO, 2012:19). Actualmente, estos sólo se aplican para 
sustituir o suspender la pena de prisión pero creo que sería interesante que se 
aplicasen en aquellos conductores que acaban de sacarse el carnet de 
conducir.   
En Catalunya, donde más se han utilizado este tipo de programas, los 
contenidos de la formación se distribuyen en cuatro grandes áreas. La primera 
de ellas es el área jurídico-criminológica donde se explica a las personas las 
normas viales y las consecuencias de no acatarlas. La segunda área hace 
referencia a cuestiones de carácter vial, donde se aborda la información más 
relevante sobre los efectos de la velocidad excesiva, la ingesta de alcohol y 
otras sustancias tóxicas, la conducción temeraria, las maniobras incorrectas y 
las distracciones, así como la normativa vial en relación con estos factores de 
riesgo. La tercera, es el área sanitaria, donde se informa de la interacción del 
alcohol y las drogas en el comportamiento humano. La cuarta y última, hace 
referencia a la área psicológica donde se trabajan los comportamientos 
conductuales y emocionales (HILTERMAN/MANCHO, 2012:20 y ss.). 
No obstante, estos tratamientos son aún poco aplicados en nuestra sociedad 
por lo que no hay suficiente literatura para destacar si son o no efectivos. 
HILTERMAN/MANCHO (2012:112 y ss.) en una investigación encargada por la 
generalitat de Catalunya concluyen que estos programas sí que son eficaces 
para crear conciencia de que no se debe beber y conducir, sin embargo, 
también concluyeron que estos no sirven para mejorar  la percepción de peligro 
en el enojo ni para mejorar el nivel de importancia y de confianza de no 
cometer infracciones en el futuro.  
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Como vemos, podríamos pensar que si aplicamos estos cursos de formación  
periódicamente a personas jóvenes que han obtenido la licencia de conducir 
recientemente, a lo mejor servirían para disminuir el riesgo en sus 
conducciones y  fomentar en sus conciencias la idea de  respeto hacia la 
seguridad vial, ya que como dice HERRERA (2002:84), el principal medio en la 
prevención social del delito es la educación.   
 
Penas en beneficio a la comunidad 
Otra medida destacada son las penas en beneficio a la comunidad. Según 
instituciones penitenciarias, estas penas son privativas de derechos y siempre 
deben imponerse con el consentimiento del penado. Obligan a prestar su 
cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad pública. Este 
trabajo es facilitado siempre por la administración y será esta última quien 
supervise sus actuaciones y le preste el apoyo y la asistencia necesaria, 
además, y siempre según ellos, cumple  también una finalidad restitutiva a la 
vez que ejemplarizante e integradora. 
Autores como CONTRERAS (2013) han analizado su eficacia como 
instrumento preventivo en materia vial, esta autora, concluye que aunque es 
verdad que esta medida necesita algunos cambios fundamentales en algunos 
aspectos como por ejemplo en potenciar el trabajo de los profesionales, esta, 
es bastante eficaz y puede servir como medida preventiva. La investigación de 
BOIRA (2012:73 y ss.) se sitúa también en esta línea, argumenta que los 
trabajos en beneficio a la comunidad pueden ser útiles para prevenir a los 
delincuentes de cometer ciertos delitos, no obstante, también destaca cómo en 
los últimos años estas medidas se han ido introduciendo poco a poco en el 
ámbito viario y sin embargo la población reclusa no ha descendido.  
Así pues, para que esta pena sea eficaz y preventiva, se debería mejorar la 
evaluación inicial, potenciar el carácter prosocial de su ejecución y  potenciar 
también la percepción de utilidad del trabajo (CONTRERAS, 2010:85). 
También la doctrina española considera que este tipo de medida es 
interesante, ya que según ellos, no produce un efecto desocializador, está 
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orientada a una prevención general, descongestiona los centros penitenciarios 
y es más viables económicamente, sin embargo, consideran también que 
conlleva problemas de organización, mayor estigmatización del sujeto, 
dificultad de desligar estos trabajos de los trabajos forzados y puede 
imposibilitar a algunas personas a que puedan optar a algún trabajo 
remunerado porque no les deja tiempo para trabajar por su cuenta 
(GERMÁN/OCÁRIZ, 2012:107).  
 
Multa en vía administrativa 
La multa hace referencia a la afectación del patrimonio del infractor, quien 
deberá pagar una cantidad de dinero establecida previamente por el juzgador 
dentro de los límites máximos y mínimos señalados por la ley, considerando 
sus condiciones económicas para que el detrimento de su patrimonio sea 
proporcional y ejerza el factor preventivo adecuado. Se entiende, que la multa 
puede llegar a representar un verdadero sacrificio para el infractor y al mismo 
tiempo no deshonra ni degrada como las penas privativas de libertad 
(MARTÍNEZ, 1996). 
Actualmente no hay estudios que confirmen o desmientan que la multa pueda 
ser un instrumento preventivo mejor que la pena de prisión, sin embargo, a 
simple vista parece que no estigmatizaría tanto como esta, por lo que sería 
interesante considerarla como una de los principales medidas alternativas a 
estudiar.  
 
Aumento de campañas de sensibilización 
El último instrumento al que se debe hacer referencia son las campañas de 
sensibilización, estas, se dirigen a la sociedad a través de diferentes medios de 
comunicación y pretenden concienciar a los ciudadanos de la importancia de la 
seguridad vial a través de mensajes claros sobre las consecuencias de las 
infracciones viales. Según CASTILLO ET AL. (2011:11 y ss.) las campañas son 
eficaces en poca medida, sin embargo, si cumplen ciertos requisitos como que 
sean inferiores a un año y que no sean crueles, pueden conllevar una 
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prevención social relevante. No obstante, las inversiones estatales en las 
campañas de divulgación de la seguridad vial resultan, a todas luces, 
insuficientes, por lo que el estado debería invertir un poco más en este 
instrumento ya que se debe aprovechar el evidente potencial receptivo del 
espectador (CASTELLÓ, 2010:9).  
 
5. Otros métodos para combatir los delitos contra el tránsito 
 
5.1 Posibles medidas en materia de conducciones por velocidad excesiva 
 
Una de las medidas que más se ha utilizado para prevenir los delitos por 
excesos de velocidad ha sido la instauración de radares. Investigaciones como 
la de WILSON (2006, citado en NOVOA ET AL. 2009) muestran como estos 
son efectivos para reducir el número de colisiones, lesiones y muertes de 
tráfico. Por tanto, una política de aumento significativo de la cantidad de 
radares junto con una sanción administrativa rápida y eficaz (que podría 
implicar multa y retirada del permiso de conducir), nos bastaría probablemente  
para modificar el comportamiento de los conductores (Varona, 2008:3 y ss.). 
Otras medidas aplicadas han sido también las expuestas en el apartado 
anterior, las campañas de sensibilización mediante los medios de 
comunicación o el aumento de programas educativos han servido también para 
prevenir este tipo delictivo en concreto, ya que, como algunos autores 
destacan, es importante lograr una concienciación  más profunda en la 
sociedad  para que esta respete las conducciones seguras (WARNER/ 
ABERG, 2008 citado en MONTORO ET AL., 2010:859).  
 
5.2 Posibles medidas en materia de alcoholemias 
 
El aumento de controles de alcoholemia por parte de la policía se ha 
convertido, en los últimos tiempos, en la medida más utilizada por los cuerpos 
policiales para prevenir este tipo de delitos. El incremento de esta medida ha 
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hecho, que como nos muestran las estadísticas, se produzca una reducción de 
este tipo de delitos, sin embargo, no existen tampoco estudios científicos 
concluyentes que permitan establecer una relación causal directa. (ANUARIO 
ESTADÍSTICO GENERAL DE LA DGT, 2012; PLA SEGURETAT VIARIA 
CATALUNYA, 2010).  
Otra medida que se ha venido aplicando en los últimos años han sido las 
campañas destinadas a favorecer la práctica del conductor designado, estas, sí 
que han sido estudiadas y se ha comprobado que comportan una reducción en 
los delitos por conducciones bajo influencia de alcohol y/o drogas (DITTER, 
2005 citado en NOVOA ET AL, 2009).   
Si nos centramos en el ámbito educativo, ELDER (2005, citado en NOVOA ET 
AL, 2009) concluyó en su investigación que existe suficiente evidencia de que 
los programas educativos realizados en las escuelas son efectivos para reducir 
la conducción bajo los efectos del alcohol. 
Otra alternativa menos aplicada y que podría ser altamente eficaz sería la 
instalación del sistema Alcohol lock en los vehículos, este, es un dispositivo de 
prueba de aliento que impide que un vehículo de motor se arranque cuando la 
concentración de alcohol en sangre de un conductor sea elevada 
(HILTERMAN/MANCHO, 2012:113). 
En resumen, se considera que para el desarrollo de intervenciones más 
efectivas para prevenir los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol 
y/o drogas, se debe tener en cuenta que las respuestas dirigidas a la 
rehabilitación son más efectivas y económicas en comparación con la 
respuesta punitiva. (TAXMAN/PIQUERO, 1998 citado en 
HILTERMAN/MANCHO, 2012:115). 
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6. Estudio de campo. Eficacia del derecho penal y otras formas de 
prevención 
 
6.1 Planteamiento 
 
Una vez entendido la poca eficacia de las penas de prisión en materia 
preventiva, y comprendido que existen otros instrumentos disuasorios que son 
utilizados en contadas ocasiones, es interesante hacer un estudio que permita 
comprobar todo lo explicado. Ello, se hace a partir de una encuesta que ha sido 
elaborada por el autor de la investigación y validada por su tutor. Dicha 
encuesta se orienta a la explicación de tres variable, la primera de ellas, hace 
referencia a la realidad social de este tipo de delitos, la segunda, a la 
comprensión del pensamiento social sobre la eficacia de la pena de prisión y la 
última, se dirige a comprender si la sociedad  está dispuesta o no a establecer 
medidas alternativas a la prisión que puedan ayudar a la prevención de los 
delitos contra el tráfico.  
La encuesta ha sido realizada a 50 personas que han sido escogidas 
aleatoriamente, para ello, el autor realizó la mitad de las encuestas en su 
pueblo natal (Alcanar) y la otra mitad en la capital de Cataluña (Barcelona). El 
único filtro impuesto para poder realizar la encuesta era tener el carnet de 
conducir con lo que se ha conseguido que sea completamente aleatoria.  
El número de hombres y mujeres ha sido más o menos equitativo habiendo 
contestado la encuesta 26 hombres (52%) y 24 mujeres (48%). En relación a la 
edad, la encuesta ha englobado tanto a la población joven como a la adulta, 
situándose la medida de edad en 37 años y abarcando desde los 17 años 
hasta los 86.  
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6.2 Resultados 
 
Realidad social 
La primera variable que se ha tratado en la encuesta ha sido la percepción 
social sobre los delitos contra la seguridad vial, para ello, se preguntó sobre 
como consideraba el encuestado la gravedad de estos delitos. Como nos 
muestra la gráfica, lo que se ha podido extraer es que la mayoría de las 
personas consideran que los delitos contra la seguridad vial generan una 
problemática social importante ya que la respuesta que más se ha dado, hace 
referencia a que son delitos muy graves, además, la respuesta media de los 
encuestados se sitúa también en torno a la respuesta muy grave por lo que 
vemos como dichos delitos están presentes en la sociedad y son considerados 
de especial gravedad. 
 
 
Analizando la consideración del aumento o no de este tipo de delitos, podemos 
darnos cuenta como el resultado encontrado se asemeja a la teoría, ya que del 
total de la muestra, el 74% de las personas han considerado que los delitos 
contra la seguridad vial han crecido en estos últimos años frente a un 18% que 
han considerado que no, además, un 6% ha contestado que no lo sabía y un 
2% no ha querido contestar.   
De estas 38 personas que han contestado que los delitos viales han 
aumentado, hay  que destacar que la mayoría creen que el aumento de estos 
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se ha producido porque las penas de prisión son poco elevadas (50%), porque 
existe poca prevención social que ejerza una buena disuasión (28.9%), debido 
a la falta de información (13,2%) y como consecuencia de la falta de interés del 
gobierno en reducirlos (7,9%).  
 
Tal y como se observa en el siguiente gráfico, queda claro que la sociedad 
considera que los delitos de tráfico que más se producen son los delitos por 
conducción bajo la influencia del alcohol y/o drogas, seguidos de los delitos por 
exceso de velocidad, además, estos delitos sobresalen de los otros de manera 
clara, hecho que nos demuestra que para la sociedad estos dos son los que 
más problemática conllevan.   
 
 
 
En relación a las acciones concretas que son consideradas como más 
peligrosas durante la conducción, encontramos en primer lugar el conducir 
después de tomar 3 o más bebidas alcohólicas  (29,4%), en segundo lugar la 
conducta de conducir a más velocidad de la permitida (20%) y en tercer lugar 
conducir utilizando apartados electrónicos (16,6%). Vemos también como ello 
se asemeja a la pregunta anterior ya que aquellas conductas más graves están 
relacionadas con el alcohol y la velocidad.  
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La percepción social sobre la gravedad de los delitos por exceso de velocidad 
se enmarca dentro del esperado. Un 90% de los encuestados hacían referencia 
a que este tipo de delitos generan un problema para la sociedad mientras que 
solo un 10% consideraba que no. Dentro de este 90%, un 44.4% lo 
consideraba un problema muy grave, seguido de un 31.1% que lo consideraba 
un problema bastante grave, de un 22.2% que lo consideraba un problema 
medianamente grave y de un 2.3% que lo consideraba un problema poco 
grave. 
En referencia a los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol y/o 
drogas, la mayoría de los encuestados consideran que este tipo delictivo es 
problemático para la seguridad vial (92%) mientras que pocos son los que 
consideran que no ocurre nada por conducir después de haber consumido 
alcohol y/o drogas (6%), sólo una persona no ha querido contestar a la 
pregunta (2%). Si valoramos que percepción de gravedad supone este delito 
para la sociedad, vemos como la mayoría opina que es un delito muy grave 
mientras que ninguna persona considera que sea un delito poco o nada grave.  
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Recapitulando, en esta primera variable estudiada se ha podido comprobar 
como los delitos contra la seguridad vial son considerados por la sociedad 
como delitos que revisten especial gravedad, además, y en contra de la 
realidad estadística, se ha visto como la sociedad considera que estos delitos 
han crecido en los últimos años y que ello se ha debido principalmente a la 
poca dureza de las penas. Los delitos considerados como aquellos que más se 
producen son los delitos por velocidad excesiva y los delitos por conducción 
bajo la influencia de alcohol y/o drogas siendo considerados los dos como muy 
graves.  
 
Prevenir a partir de la prisión  
En este segundo apartado, se pretende entender cuál es realmente la función 
de la pena para la sociedad. Primero que todo, es interesante resaltar que a 
través de las encuestas se ha corroborado que un 71,7% de los encuestados 
consideran que la pena de prisión es eficaz para reducir los delitos contra la 
seguridad vial mientras que por lo contario, un 28,3% consideran que no lo es. 
Si nos remitimos al grado de eficacia de la pena como instrumento preventivo, 
nos damos cuenta de que la mayoría de personas consideran que la pena no 
es ni muy eficaz ni poco sino que las respuestas se encuentran en el valor 
central, por lo tanto, y como se ve en la gráfica, su función preventiva es 
considerada eficaz. 
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Eficacia de las penas 
 
Analizando los descriptivos de la pregunta 10, se puede extraer como 
resultados que la sociedad considera que el aumento de las penas en relación 
a los delitos de seguridad vial reduciría estos delitos (71,7%) mientras que 
pocos son los que opinan lo contario (21,3%). En este sentido, la moda se sitúa 
en el valor del sí, por lo que se corrobora lo que los porcentajes nos dicen y ello 
me permite afirmar que existe la percepción social de que a más aumento de 
penas habrá menos delitos.   
Algo similar ocurre con la creencia de que la pena de prisión es efectiva para 
reducir la reincidencia en este tipo de delitos ya que, como antes, la mayoría de 
los encuestados consideran que la prisión sirve y es eficaz para que 
delincuentes que ya han cometido un tipo delictivo en seguridad vial no 
cometan otros. 
Límites de velocidad: En este apartado se ha podido comprobar como la 
mayoría de personas aseguran respetar los límites de velocidad (69.4%) 
mientras que un 30.6% asegura que no los respetan. En este sentido, vemos 
cómo el número de gente que los respeta es elevado pero aún quedan 
bastantes personas que no lo hacen. Al preguntar sobre porque se respetaban 
dichos limites, las respuestas han sido diversas, destacando como primer 
motivo el miedo a sufrir un accidente (51,4%), seguido de las sanciones 
penales (18,9%), de las sanciones económicas (13,5%) de la pérdida de puntos 
(10,8%) y de otros (5,4%). 
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Límites de alcoholemia: Analizando el cumplimiento o no del delito de 
conducción bajo influencia de alcohol y/o drogas, se concluye que un 95,6% 
asegura que respeta este delito mientras que solo un 4,4% asegura no hacerlo. 
En referencia a la motivación que genera ese respeto de la norma, se 
contempla  que la mayoría respetan este delito debido al miedo a sufrir un 
accidente y a ser sancionado penalmente. Vemos aquí también como la 
función preventiva de la pena  no se sitúa en primero lugar por lo que la 
fundamentación de la pena como medio preventivo podría ser ya cuestionada.  
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En último lugar, se ha analizado el grado en que la sociedad es consciente de 
la exactitud de las penas tanto para los delitos por velocidad excesiva como 
para los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol y/o drogas. Se ha 
podido comprobar como el 68% de los encuestados no conocían ninguna de 
las penas de prisión en relación a los dos delitos, que un 28% conocían las 
sanciones penales de los dos delitos, que un 4% conocía sólo los de 
conducción bajo influencia de alcohol y/o drogas y que ningún encuestado 
conocía sólo el delito por velocidad excesiva.  
 
 
 
Haciendo un poco de resumen de esta variable, se ha obtenido como 
resultados que la mayoría de los encuestados consideran que la pena de 
prisión es un buen instrumento para combatir los delitos contra la seguridad 
vial, además, se cree que a más aumento de penas se producirá una reducción 
de estos delitos  y que esta función preventiva sirve también para reducir la 
reincidencia. Además, se ha podido comprobar como el respeto de los límites 
de velocidad y de los límites de alcoholemia es elevado y que se suelen 
respetar más por el miedo a sufrir un accidente que debido a las sanciones 
penales. En último lugar, y quizás como resultado más importante de este 
apartado, se ha podido contemplar que la mayoría de los encuestados no 
conocían que penas de prisión van aparejadas a estos delitos por lo que 
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difícilmente estas penas podrán ejercer un efecto preventivo si la sociedad no 
es consciente de ellas. 
Alternativas a la pena de prisión  
En último lugar, se ha querido analizar si la sociedad considera que es 
necesario o no aplicar y establecer nuevas medidas alternativas para reducir 
los delitos contra la seguridad vial. Del total de la muestra, se ha extraído que 
38 (76%)  encuestados consideraban que sí, 11 encuestados consideraban que 
no (22%) y sólo una persona no quiso contestar a la pregunta (2%). 
En referencia a aquellas medidas que son consideradas por la sociedad como 
las más oportunas para prevenir los delitos por excesos de velocidad, se 
contempla que la más destacada hace referencia al incremento de las 
sanciones económicas (20%), la segunda, a la aplicación de penas en 
beneficio a la comunidad (16%) y  la tercera al incremento de radares (15%). 
Medidas como el aumento de las campañas de sensibilización, la mejora de la 
formación vial en las escuelas o la mayor exigencia en la obtención del carnet 
de conducir han sido menos valoradas por los encuestados. 
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En relación a las medidas más oportunas para prevenir la conducción bajo la 
influencia de alcohol y/o drogas, la sociedad considera que las tres que podrían 
ejercer un efecto preventivo más influyente son incrementar el número de 
controles de alcoholemia (31%), incrementar las sanciones económicas en vía 
administrativa (16%) y la utilización de penas en beneficio a la comunidad 
(16%). Seguido del aumento de las campañas de sensibilización (13%), de la 
mejora de la formación vial en las escuelas e institutos (9%), de la eliminación 
de los puntos negros en la red viaria (7%),  de  la mayor exigencia en la 
obtención y renovación del carnet de conducir (3%), de la mejora de los 
reconocimientos médicos para obtener o renovar el carnet (3%) y de la 
instauración de programas formativos para conductores noveles (2%).  
 
 
 
Se puede concluir entonces, que existe en la sociedad un pensamiento 
orientado a introducir medidas alternativas de carácter más social para prevenir 
los delitos contra la seguridad vial.  
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6.3 Discusión y conclusiones 
 
En primer lugar, se debe comprender que la percepción social sobre el 
aumento de los delitos contra la seguridad vial no se asemeja para nada con la 
realidad, ya que como se ha podido comprobar en los primeros apartados de la 
presente investigación, este tipo de delincuencia lleva en decrecimiento desde 
hace años. En mi opinión, esta disyuntiva se produce debido al trato que los 
medios de comunicación están dando a este tipo de delitos, ya que basta con 
encender la televisión para darse cuenta de que estos son un foco de interés 
constante, hecho, que como muestran las investigaciones, fomenta la 
preocupación por este problema y la sensación de que estos delitos son una 
lacra que hay que erradicar. 
Entiende la sociedad, que este aumento de la delincuencia que ellos perciben 
se debe, en gran parte, a la poca dureza de las penas de prisión, sin embargo, 
esta idea contrasta totalmente con los cambios punitivos establecidos por el 
legislador en los últimos años, ya que el incremento de las sanciones penales 
para combatir esta delincuencia ha sido constante e incluso ha alcanzado 
límites preocupantes. Podemos pensar entonces que algo se está haciendo 
mal, ya que si la idea del legislador es aumentar las penas para prevenir y la 
sociedad no es consciente de este aumento, difícilmente el derecho penal 
podrá ejercer una función preventiva adecuada.   
Hay que entender, que no todos los delitos contra la seguridad vial generan el 
mismo miedo y/o rechazo. Se ha podido comprobar, que los tipos delictivos que 
son considerados como más peligrosos son los delitos por velocidad excesiva y 
los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol y/o drogas. Sin 
embargo, he de destacar, que preocupan más los segundos que los primeros, 
hecho, que viene a corroborar otras investigaciones en las que se afirman que 
los delitos contra la velocidad están más bien vistos que no los delitos por 
conducción bajo la influencia de alcohol y/o drogas. Sería interesante aquí 
poder esclarecer el porqué de esta cuestión. A falta de estudios científicos y de 
investigaciones que lo corroboren, mi opinión va encaminada hacia  la creencia 
de que ello ocurre debido a que las campañas de sensibilización van 
orientadas, sobre todo, hacia esos dos delitos.   
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Además, las acciones dentro del ámbito viario que han sido consideradas como 
más lesivas hacían referencia a la conducción después de haber tomado 3 o 
más bebidas alcohólicas, y a conducir a más velocidad de la permitida, con lo 
que se refuta la idea anterior y vemos como los dos delitos que más preocupan 
a la sociedad son los tratados en la presente investigación.  
También se ha podido concluir que la sociedad cree que el aumento de las 
penas de prisión es un instrumento eficaz para prevenir los delitos contra la 
seguridad vial, hecho, que contrasta totalmente con la realidad científica, ya 
que los diferentes estudios que se han recogido en el marco teórico de este 
trabajo, demuestran que el aumento de las penas de prisión es sinónimo de 
ineficacia preventiva y que incluso puede ser una medida que genere aún más 
este tipo de delincuencia.    
Por otra parte, los resultados sobre el análisis del cumplimiento por parte de la  
sociedad de estos dos tipos delictivos indican que esta es consciente de que 
existe una gran parte de la población que comete dichos delitos pero sin 
embargo, afirman que ellos no los cometen. Es importante destacar el motivo 
por el que la sociedad respeta y no realiza estos dos tipos delictivos. Se ha 
comprobado en los dos delitos, que la razón por la que se acatan es debido al 
miedo a sufrir un accidente. Ello, es un factor relevante y contrario a lo 
esperado ya que si se quiere aumentar las penas y se aumentan para que la 
gente no cometa estos dos tipos delictivos estudiados, este aumento de las 
penas debería ser el motivo principal por el que la gente no quiera cometer los 
delitos. Sin embargo, esta conclusión alcanzada nos reafirma la idea de que el 
derecho penal no ejerce una función preventiva adecuada por lo que sería 
necesario buscar otras alternativas.    
Siguiendo esta línea argumentativa, es importante mencionar también los 
resultados obtenidos en relación al conocimiento de las normas penales, como 
se ha explicado, para que el derecho penal sea efectivo como instrumento 
preventivo, la sociedad debe conocer las normas y los límites tanto de 
velocidad, como de alcoholemia, sin embargo, en esta investigación se ha 
podido comprobar como este conocimiento de las normas es prácticamente 
inexistente, ya que la mayoría de encuestados no eran conscientes 
exactamente de las penas que llevaban aparejados los delitos por velocidad 
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excesiva y los delitos por conducción bajo influencia de alcohol y/ o drogas. 
Ello, nos puede hacer reflexionar también sobre la eficacia de las penas de 
prisión como elemento preventivo, ya que si la ciudadanía no es consciente de 
la pena que se le impondrá por el delito, difícilmente va a sentirse intimidada 
para no realizarlo, con lo que la idea de  prevención general negativa quedaría, 
en parte, desvirtuada.   
Todo lo expuesto anteriormente me hace concluir que las penas de prisión no 
son el instrumento más adecuado para la prevención, entonces, deberíamos 
plantearnos la existencia o no de otros instrumentos menos lesivos que 
pudieran reducir o eliminar este problema. Antes de todo, debo destacar la 
poca relevancia científica que genera actualmente el tema ya que muy pocas 
son las investigaciones a nivel nacional que han tratado la cuestión.  
Instrumentos como la multa en vía administrativa, los trabajos en beneficio a la 
comunidad, los programas formativos, el aumento de controles de alcoholemia 
o el aumento de radares, son instrumentos que podrían servir para devolver al 
derecho penal a su función de última ratio. Para ello, hay que ser conscientes 
de que la sociedad no es contraria a la aplicación de medias alternativas al 
derecho penal, ya que un 76% de la muestra de esta investigación considera 
que es necesario aplicar otros instrumentos preventivos para mejorar la 
seguridad vial.  
En referencia a aquellas medidas que son consideradas por la sociedad como 
las más oportunas para reducir los delitos por excesos de velocidad, el 
presente trabajo ha podido comprobar cómo el aumento de las sanciones 
económicas, las penas en beneficio a la comunidad y el incremento de radares 
son los tres instrumentos que mejor podrían ejercer un factor preventivo. Me 
gustaría destacar por encima del resto a la pena de multa por ser la que más 
puntuación ha obtenido. Entiendo, que esta medida se viene a considerar 
adecuada por el gasto económico que supone para el infractor, sin embargo, 
hay que ser cautos con este resultado, ya que durante el transcurso de esta 
investigación se están viviendo tiempos difíciles económicamente por lo que 
quizás, si se hiciera un segundo estudio cuando la crisis haya terminado, las 
sanciones económicas quedarían en diferente lugar.  
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Si nos centramos en los delitos por conducción bajo la influencia de alcohol y/o 
drogas, nos damos cuenta de que ocurre algo similar. Sin embargo, en este 
apartado, el aumento del número de controles de alcoholemia se sitúa como 
principal instrumento para prevenir estos delitos, seguido de las sanciones 
económicas y la utilización de las penas en beneficio a la comunidad.  
Como se ha visto, las medidas de carácter policial y económicas son las más 
valoradas para reducir la delincuencia vial, sin embargo, debo destacar que 
aunque las medidas de carácter educacional no sean las más apreciadas, las 
investigaciones demuestran que pueden ser de gran ayuda preventiva, ya que 
se ha demostrado que la base de una buena educación vial es fundamental 
para el respeto de estas normas.  
Con todo ello, puedo discurrir que, aunque actualmente no se estén aplicando 
estas medidas alternativas, sería interesante que el legislador dejase de lado la 
idea punitivista y optase por estas otras medidas menos lesivas y degradantes.   
En general, la presente investigación ha podido concluir todos sus objetivos. Ha 
permitido entender que los delitos a los que se hacían referencia están 
realmente en decrecimiento pero que sin embargo, la sociedad considera lo 
contrario, echo que propicia que esta demande más seguridad en este ámbito. 
Para la gente, esta seguridad se debe aplicar a partir de las penas de prisión 
por lo que el legislador en estos últimos años ha ido aumentando las sanciones 
penales o creando nuevas penas. No obstante, se ha podido comprobar que 
las penas de prisión no son un instrumento eficaz para la reducción de estos 
delitos y que medidas menos degradantes podrían ejercer una prevención 
general mejor que la que ejerce actualmente las penas de prisión. Se podría 
llegar a pensar, que estas medidas alternativas no se aplican porque la 
sociedad no las demanda o porque es contraria a ellas, pero sin embargo, y  a 
través de este estudio, se ha podido corroborar como la sociedad está de 
acuerdo con la aplicación de otras medidas alejadas del ámbito penal y 
encaminadas hacia modelos más sociales y de concienciación y 
sensibilización.  
Por último, me gustaría destacar que la literatura científica que ha tratado la 
cuestión en España es escasa, creo, que el futuro de la investigación 
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criminológica tiene, en este ámbito, una puerta abierta que no puede 
desaprovechar. Además, dada la importancia de la cuestión, se deberían 
realizar en un futuro otras investigaciones encaminadas hacia la aplicación de 
medidas alternativas para así poder hacer entender a la población que el 
aumento de las penas no es realmente un instrumento que pueda reducir  los 
delitos. Igualmente, estas investigaciones deberían hacer comprender a los 
legisladores, que existen otros instrumentos menos lesivos como las multas o 
los trabajos en beneficio a la comunidad, que podrían mejorar la prevención 
general que pretende ejercer actualmente el derecho penal.   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 38 
 
7. Bibliografía 
 
BOIRA, Santiago (2012), “Penas y medidas alternativas a la prisión: la 
“corrección” entendida como beneficio a la comunidad”, Acciones e 
Investigaciones Sociales, 32, págs. 61-79. 
CALLEJO, Silvia/ FERRÁNDEZ, Reina/ IBAÑEZ, Sonia/ VICENTE, Jesús  
(2006), “Análisis de la sensibilización de los jóvenes ante la seguridad vial”, 
RELIEVE, 2, págs. 207-324. 
CARRERAS, Juan Antonio (2012), “Visión criminológica de los delitos de 
seguridad vial en España”, Somecrimnl: archivos de criminología, criminalística 
y seguridad privada, 7.  
CARRERAS, Juan Antonio (2014), Aspectos criminológicos en materia de 
seguridad vial, Crimibooks, Barcelona.  
CASTELLÓ, Enrique (2010), “Las campañas de educación vial de la  Dirección 
General de Tráfico: de la  sensibilización a la victimización”, Revista 
Comunicación, 1, págs. 1-14. 
CASTILLÓ, José / CASTRO, Mercedes / PEDREGAL, Diego (2011), 
“Efectividad de las campañas de publicidad para reducir la siniestralidad vial en 
España: un análisis econométrico”, Comunicación en congreso. XIV Encuentro 
de Economía Aplicada. Recuperado el  5 de Abril de 2014, en: 
http://www.alde.es/encuentros/anteriores/xiveea/trabajos/c/pdf/080.pdf 
CASTRO, Abraham (2008), El porqué y el para qué de las penas, Dykson, 
Madrid, págs. 36-58. 
CIS (2013), “Barómetro de Septiembre”. Recuperado el 23 de febrero de 2014, 
en: http://datos.cis.es/pdf/Es2997mar_A.pdf 
CONTRERAS, María (2010), “Eficacia rehabilitadora de la pena de trabajos en 
beneficio a la comunidad”, CEFJE. 
 
 
 39 
 
CONTRERAS, María (2013), “El potencial rehabilitador de la pena de trabajos 
en beneficio de la comunidad”, VIII Congreso Nacional de Investigación sobre 
Violencia y Delincuencia. Recuperado el 23 de Abril de 2014, en: 
http://www.pazciudadana.cl/wp-content/uploads/2013/08/Maria-Contreras.pdf 
CORCOY, Mirentxu (2013), “Política criminal de la seguridad vial y garantías 
constitucionales”, Institut de seguretat pública de Catalunya. Recuperado el 5  
de Marzo de 2014, en: http://www20.gencat.cat/docs/interior/Home/MS%20-
%20Institut%20de%20Seguretat%20Publica%20de%20Catalunya/02%20ambit
s%20dactuacio/1_Formacio/1%20Escola%20Policia%20Catalunya/Jornades/do
cumentacio/transit%20i%20DP_mirentxu%20corcoy.pdf  
DGT (2005), “Opiniones sobre seguridad vial de los ciudadanos españoles”, 
Ministerio del Interior. 
DGT (2011), “Barómetro de opinión sobre seguridad vial”, Ministerio del Interior. 
DÍES RIPOLLÉS, José Luís (2005), “De la sociedad del riesgo a la seguridad 
ciudadana”, Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 7.  
DIRECCIÓN GENERAL DE TRÁFICO, Anuario estadístico de accidentes 
(2012), Publicaciones de la Dirección General de Tráfico, Subdirección General 
de Análisis y Vigilancia Estadística, Madrid. 
GARCÍA, Ramón (2007), “La nueva política criminal de la seguridad vial”, 
Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 9.  
GARRIDO, Rosa (2005), “Accidentes de tráfico, una pandemia del presente”, 
RevEspEcon Salud, 4. 
GERMÁN, Isabel / OCÁRIZ, Estefanía (2012), “Experiencia-modelo piloto de 
los talleres de seguridad vial, como alternativa a la pena privativa de libertad en 
los delitos contra la seguridad vial”, Rev. Crim, 54, págs.101-118. 
HERRERA, Agustín (2012), “La prevención de los delitos: elementos 
fundamentales en la seguridad pública”, Revista de Administración Pública, 6. 
HILTERMAN, Ed / MANCHO, Roger (2012), “Evaluación de programas 
formativos de seguridad vial y la reincidencia posterior”, CEFJE.  
 40 
 
HILTERMAN, Ed / TRASOVARES, Mavi (2010), “¿Cómo conducimos después 
de un programa formativo de seguridad vial?”, CEFJE. 
LÓPEZ, José (2005), “Los costes de los accidentes de tráfico”, RevEspEcon 
Salud, 4. 
MARQUÉS DE BECARIA (1764/2004), De los delitos y las penas, Aguilar, 
Madrid. 
MARTÍNEZ, Carlos (1996), “La regulación de la pena de multa en el código 
penal español de 1995”. Recuperado el 6 de marzo de 2014, en: 
http://portal.uclm.es/portal/page/portal/IDP/Revista%20Naranja%20(Documento
s)/Seccion%2020/la%20regulacion%20de%20la%20pena%20de%20multa.pdf  
MINGUELA, Pablo (2010), “Estudio criminológico de los delitos contra la 
seguridad vial en el casco urbano del municipio de Leganés durante el año 
2009”, COET. 
MIRÓ, Fernando (2009), “El "moderno" Derecho penal vial y la penalización de 
la conducción sin permiso”, INDRET, 3.  
MIRÓ, Fernando / BAUTISTA, Rebeca (2013), “¿Por qué cumplimos las 
normas  penales? Sobre la disuasión en  materia de seguridad vial”, INDRET, 
4.  
MONTORO, Luis / ROCA, Javier / LUCAS, Antonio (2010), “Creencias de los 
conductores españoles sobre la velocidad”, Psicothema, 22, págs. 858-864. 
NOVOA, Ana / PÉREZ, Katherine / BORREL, Carme (2009), “Efectividad de las 
intervenciones de seguridad vial basadas en la evidencia: una revisión de la 
literatura”, Elsevier  23.  
OMS (1989), “Nuevos enfoques para mejorar la seguridad vial, Serie de 
informes técnicos” 781. Recuperado el 25 de Febrero de 2014, en: 
http://whqlibdoc.who.int/trs/WHO_TRS_781_spa.pdf 
QUERALT, Joan J (2008), “El nuevo derecho penal vial: generalidades 
críticas”, en Santiago MIR PUIG/ Mirentxu CORCOY BIDASOLO (dirs.), Sergi 
CARDENAL MONTRAVIETA (coord.), Seguridad vial y Derecho penal, Tirant lo 
Blanch, Valencia, págs. 13-19. 
 41 
 
REDONDO, Santiago / STANGELAND, Per / Garrido, Vicente (2006), 
Principios de Criminología, Tirant lo Blanch, Barcelona. 
SERVEI CATALÁ DE TRANSIT (2010), Pla de seguretat viària 2011-2013, 
publicaciones de la Generalitat de Catalunya, Barcelona.  
SERVEI CATALÁ DE TRANSIT (2012), Anuario estadístico de accidentes de 
tráfico en Catalunya, publicaciones de la Generalitat de Catalunya, Barcelona. 
TAMARIT, Josep (2007), “Política criminal con bases empíricas en España”, 
Polít. Crim, 3, págs. 1-16.  
TENA-SANCHÉZ, Jordi / JOSÉ-LEÓN, Francisco (2012), “Nuevas políticas de 
seguridad vial y motivación de los ciudadanos”, REIS, 138, págs. 63-88. 
TENA-SANCHÉZ, Jordi (2013), “El impacto de las nuevas políticas de 
seguridad vial sobre la conducta de los conductores”, APOSTA, 57.  
VALENTÍN, Alberto (2011), “La investigación psicológica sobre los jóvenes 
conductores: Aspectos preventivos”, en Enrique ORTS BERENGUER (coord.), 
Prevención y control de la siniestralidad vial, Tirant lo Blanch, Valencia, págs. 
67-79. 
VARONA, Daniel (2008), “El después de la sentencia: El papel reeducador de 
la justicia”, V Foro contra la violencia vial. Recuperado el 4 de Marzo de 2014, 
en:http://stopaccidentes.org/uploads/file/v%20foro/Don%20D_%20VARONA.pdf  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 42 
 
8. Anexos 
 
Encuesta  
 
Muchas gracias por contestar a la siguiente encuesta. Su opinión es de gran 
importancia para la investigación que estoy llevando a cabo y que tiene como 
objetivo comprender y mejorar la prevención de los delitos contra la seguridad 
vial. Esta encuesta requiere 5 minutos de su tiempo y sus respuestas serán 
totalmente anónimas 
 
Sexo:     Mujer    Hombre                                      Edad: 
 
Realidad Social 
 
1. Del 1 al 5 donde 1 es nada grave  y 5 muy grave, ¿dónde situaría 
la gravedad de los delitos contra la seguridad vial?  
 
1   2   3   4   5 
 
2. ¿Cree usted que en los últimos años ha habido un aumento de 
los delitos contra la seguridad vial?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
3. En caso afirmativo, ¿a qué cree usted que se debe? Seleccione 
sólo una respuesta.  
 
- Poca prevención social  
- Penas de prisión poco elevadas 
- Falta de información sobre los delitos existentes 
- Falta de interés del gobierno en reducirlos  
 
4. ¿Qué delitos considera que son los que más se producen en el 
ámbito de la seguridad vial?Seleccione sólo una respuesta. 
 
- Delitos por exceso de velocidad 
- Delitos por conducción bajo influencia de alcohol y/o drogas 
- Delitos por conducciones temerarias 
- Delitos por conducción sin carnet 
- Delitos por imprudencias viales 
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5. De todas estas conductas, ¿cuál cree usted que son las 3 más 
graves?  Seleccione sólo 3.    
 
- Conducir sin casco o sin cinturón de seguridad 
- Conducir después de tomar 3 o más bebidas alcohólicas 
- Conducir sin carné 
- Conducir utilizando apartados electrónicos (GPS/ teléfono móvil, 
radio) 
-  Conducir a más velocidad de la permitida 
- Conducir después de tomar 1 o 2 bebidas alcohólicas 
- Conducir hablando por el móvil utilizando el manos libres 
 
6. ¿Cree que los delitos por excesos de velocidad son un grave 
problema para la seguridad vial?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
En caso afirmativo, del 1 al 5 donde 1 es nada grave y 5 muy 
grave ¿dónde los situaría? 
 
1   2   3   4   5 
 
7. ¿Cree que los delitos por conducciones bajo influencia de 
alcohol y/o drogas son un grave problema para la seguridad 
vial?   
 
Sí      No       NS       NC 
 
Del 1 al 5 donde 1 es nada grave y 5 muy grave ¿dónde los 
situaría? 
 
1   2   3   4   5 
 
Prevenir a partir de la prisión 
 
 
8. ¿Cree que la prisión es un buen instrumento para prevenir  los 
delitos contra la seguridad vial?  
 
Sí      No       NS       NC 
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9. ¿Del 1 al 5 donde 1 es nada y 5 mucho donde situaría la eficacia 
de las penas de prisión en relación a estos delitos? 
 
1   2   3   4   5 
 
10. ¿Considera que a más aumento de las penas habrá menos 
delitos?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
11. ¿Cree usted que  la prisión sirve para reducir la reincidencia en 
los delincuentes viales?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
 
12. ¿Respeta los límites de velocidad?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
En caso afirmativo, ¿porque los respeta? Seleccione sólo una 
respuesta 
 
- Debido a las sanciones penales 
- Debido a las sanciones económicas 
- Debido a la posible pérdida de puntos 
- Debido al miedo de sufrir un accidente 
- Otros 
 
13. ¿Respeta los delitos por conducción bajo la influencia de 
alcohol?  
 
Sí      No       NS       NC 
 
En caso afirmativo, ¿porque lo hace? Seleccione sólo una 
respuesta 
 
- Debido a las sanciones penales 
- Debido a las sanciones económicas 
- Debido a la posible pérdida de puntos 
- Debido al miedo de sufrir un accidente 
- Otros 
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14. ¿Sabe usted las penas de prisión que pueden acarrear los 
delitos por condición a velocidad excesiva y los delitos por 
conducción bajo influencia de alcohol y/o drogas? 
 
- Sí, de los dos 
- Ninguno de los dos 
- Sólo el de velocidad excesiva 
- Sólo el de conducción bajo influencia de alcohol y/o drogas  
 
Alternativas a la pena de prisión  
 
15. ¿Cree usted que se deberían instaurar medidas alternativas a la 
pena de prisión para intentar prevenir estos delitos? En caso 
afirmativo conteste las siguientes preguntas, en caso negativo, vaya 
al final de la encuesta. 
 
Sí      No       NS       NC 
 
16. ¿Qué medidas considera más oportunas para prevenir los 
excesos de velocidad? Seleccione sólo 3  
 
- La eliminación de los puntos negros en la red viaria 
- El incremento de las sanciones económicas en vía administrativa  
- La mejora de la formación vial en las escuelas e institutos 
- El aumento de las campañas de sensibilización social en los 
medios de comunicación 
- El incremento de los radares en las vías con mayores índices de 
siniestralidad vial 
- La mayor exigencia en la obtención y la renovación del permiso 
de conducir 
- La mejora de los reconocimientos médicos previos a la obtención 
y la renovación del permiso de conducción 
- Instaurar programas formativos para conductores noveles 
- Las penas en beneficio a la comunidad 
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17. ¿Qué medidas considera más oportunas para prevenir la 
conducción bajo la influencia de alcohol y/o drogas? Seleccione 
sólo 3 
 
- Incrementar el número de controles de alcoholemia 
- La eliminación de los puntos negros en la red viaria 
- El incremento de las sanciones económicas en vía administrativa  
- La mejora de la formación vial en las escuelas e institutos 
- El aumento de las campañas de sensibilización social en los 
medios de comunicación 
- La mayor exigencia en la obtención y la renovación del permiso 
de conducir 
- La mejora de los reconocimientos médicos previos a la obtención 
y la renovación del permiso de conducción.  
- Instaurar programas formativos para conductores noveles 
- Las penas en beneficio a la comunidad 
 
 
 
 
